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Legitimaeién en .causa en juicios de miaci.óll1I natural, Validez del mandato judicial a ]!De­
§RJr de la muerte de] mandante, TIm]!D~rrtalllliil! aplieacién de esta regla en juicios de mmo

eién natural,

1. -lP'all'a el caso en que el pretenso lllijo
natural busca la definición de su estado en
una senteneía, la facultad para hacer valer
ese dereehe y pell'seguirlo judicialmente, co­
mo tambíén frente a quién debe hacerle va­
1tell', resulta de los artículos 4102 y .4103 del
<Código' <CivñU, que legitima al actor y al de­
mandado y les atribuye capacidad juridica
haciéndolos sujetos de la relación procesal.

2L-Seguín el artículo 264 del <Código de
IP'li'oceOOmienw <Civil, el mandato ¡judicial no
Úlll'mina JlMlIl' la muerte del mandante sí ya
está notíñcada la .demanda, sino que la si­
tuación Uütigiosa se b'asmite a sus herederos
automáticamente, sin operarse suspensión ni
Interrupcíén del procedimiento, sólo lIll1!l1e se
Radica en ellos el! derecho de revoear el po­
dell' y si no hacen uso de esa facuUad 4llu~an

@bUigados a las consecuencias de la senten­
<!lla.

3.-Nctñficada la demanda sobre li'ecRama­
ción de estado formulada ]p)01l' el ll11ñ;io fli'eIDl~

al presunto padre, y habiendo éste eonstí­
tW:do apoderado judicial oporlunamen~, su
deceso no alterÓ la legitimaenón en la causa,
y al defeli'rrse la sñt1!l1acñóllll pll'lJIcesan a los he­
INldeli'os, éstos ocuparon en el lñtigño en n1lllglAll'
&le 2.IIll1lllén y est1lllviell'oJIR representaéos ju«llñ­
cñalmellll~ pOll' '!ll abogado que en caMsalllte
pll'SOnó, JIbues les hell'eIl1leJNis 1lIl0 ll'eVocall'OllIl
000 mandato.

. ' ~

de acuerdo con el artículo 21119 dei <Código!
<Civil el mandato termina con la muerte del
mandante, porque ese-artículo es de earáe­
ter general, al paso que el 260ft del <Código de ~
lP'll'oudimiento es especial para el mandato>
judicial y también de carácter sustancial. i

5.-Seria ciertamente inútil y eontradtc­
torio que la ley previera la continuación del
juicio civil con el apoderado de la parte fa­
nedllla y a la vez abriera la posibilidad de
declauJr la nulidad ,porque el juicio no> ,BiS

notificó a los herederos.

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA - SALA DE
CASACION CIVIL - Bogotá, mayo treinta y
uno de mil novecientos sesenta y una.

(Magistrado Ponente: Dr. Enrique Coral
Velasco) .

ANTECEDENTES

Ante el Juzgado Civil del Circuito de Girardot,
Luis Alfredo Rodríguez y Rosa María Rodríguez
demandaron a Raimundo Rivera en juicio de fi­
liación natural "y para que se produzcan conse­
cuencialmente todos los efectos legales correspon­
dientes al estado que se reclama" .

.Los hechos pueden resumirse' así:
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Luis Alfredo Rodríguez nació en la población
de Tocaima el 26 de [ulro de 1917, y fue bautizado
el 5 de mayo de 1918.

Rosa María Rodríguez nació en el mismo mu­
nicipio el 26 de febrero de :1915 y fue bautizada
ellO de octubre del mismo año. En el acta de
estado civil aparecen los citados como hijos na­
turales de Timotea Rodríguez. .

Timotea Rodríguez vivió maritalmente con Rai­
mundo Rivera bajo un mismo techo, y de esto
tuvo conocimiento el vecindario de la población
de Tocaima, pues las relaciones extramatrimonia­
les comenzaron por el año de 1912 y se prolon­
garon hasta el año de 1919, más o menos.

Al principiar la vida marital Raimundo y Ti­
motea habitaron una casita ubicada en las minas
de carbón de Quebradaseca, donde nació el pri­
mogénito llamado Luis Carlos, fallecido a los dos
años de su edad.

Más tarde, Rivera trajo a Timotea a la pobla­
ción de Tocaima donde habitaron una casa de
Adolfo Mogollón, en la cual nacieron Luis Al­
fredo y Rosa María Rodríguez como fruto de las
relaciones sexuales de aquéllos.

Al cabo de diez años de vida común, aproxima­
damente, y por diferencias surgidas entre ellos,
Raimundo abandonó a Timotea, pero por interme­
dio de un amigo común, Cupertino Criales, le hizo
adquirir una casa en Tocaima para que ésta y sus
hijos vivieran ella. Posteriormente Raímundo en­
tabló relaciones con otra mujer, de la cual tam­
bién tuvo hijos.

Durante el tiempo en que Rivera hizo vida con
Timotea, a nadie ocultó esa situación que fue
conocida por todo el vecindario de la población
de Tocaima .

No sólo mientras duró la vida en común entre
los concubinas, sino aún después, por un término
de quince años, Rivera trató a Luis Alfredo y
Rosa María Rodríguez como a sus hijos, así los
presentó a sus amigos y relacionados y fue de tal
manera notoria esta circunstancia que las gentes
de Tocaima les decían los Riveritas.

Para el bautizo de los demandantes, Rivera hizo
la escogencia de los padrinos.

En función de marido Rivera atendió los gastos
de sostenimiento de Timotea y sus hijos, y des-:
pués de terminada la vida en común, siguió pro­
veyendo los gastos de los hijos y su educación ele­
mental.

El demandado Rivera compareció al juicio por
medio de apoderado judicial, el cual contestó la
demanda oponiéndose á las declaraciones solicita-

das y negando todos los hechos.
El Juzgado resolvió la primera instancia en

sentencia' de 5 de noviembre de 1957, por la cual
niega la declaración de que Luis Alfredo y Rosa
María Rodríguez sean hijos naturales de Raimun­
do Rivera.

El Tribunal Superior de Bogotá, al resolver el
recurso de apelación interpuesto por los deman­
dantes, en fallo de 20 de febrero de 1959, revo­
catorio 'del de primer grado, proveyó así:

"19. -Los demandantes Luis Alfredo Rodríguez
y Rosa María Rodríguez tienen la calidad de hijos

.naturales del demandado Raimundo Rivera, y, en
consecuencia, deben efectuarse las anotaciones del
caso en los respectivos libros del Estado Civil.
2C?-No hay lugar a condenación en costas en nin-
guna de las instancias" . -

Contra este fallo recurrió -en casación la parte
demandada.

LA SENTENCIA ACUSADA

Encuentra el Tribuna'! que no existe problema
alguno en autos en lo que hace a la personería de
las partes, "puesto que se trata de una acción ins­
taurada por dos mayores de edad..... y contra otra
persona natural, principalmente interesada en el
litigio y quien también ha obrado por medio de
apoderado debidamente constituído".

En cuanto a' la acción, después de transcribir
el artículo lQ de la Ley 45 de 1936, y de tener co­
mo invocadas las causales previstas en los nume­
rales 49 y 5Q del artículo 4Q de la misma ley, con­
cluye:

'''De estas causales determinantes de la fihación
natura'! cada una por sí sola contemplada es sufi­
ciente, . caso de establecerse en autos, para efec­
tuar la declaración impetrada".

Relativamente a las relaciones sexuales perma­
nentes, analiza el Tribunal la absolución de posi­
ciones de Raimundo Rivera y al estudiar la res­
puesta a la pregunta décima-sexta y las declara­
ciones de doce testigos, del conjunto de esas prue­
bas las infiere y, al respecto dice:

. "Más clara y más concluyente no puede ser la
demostración de que hubo relaciones sexuales per­
manentes enireRaimundo y "I'imotea, cosa que
también está ampliamente demostrada con la de­
claración de los doce testigos aducidos por la par-
te demandante. '

"Todos los testigos coinciden en afirmar que la
vida en común de los concubinos se produjo desde
mil novecientos diez' hasta mil novecientos veinte,
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y, es lógico que no puedan precisar, como lo quiso
el contrainterrogante, la fecha cierta y precisa en
que se iniciaron esas relaciones y aquella en que
terminaron. Si hubiera habido tal precisión en de­
ponentes que hablan en 1956 de hechos ocurrí-

. dos en 1910 más bien les había restado tal cosa
verosimilitud a su dicho.

"Lo cierto es que las relaciones se iniciaron en
1910, según el dicho uniforme de los testigos y se
prolongaron hasta 1920 y que el nacimiento de
los demandantes, según las partidas traídas a los
autos, se efectuó en 1915 y en 1917, es decir, den­
tro de los términos exigidos por e] numeral 49 del
artículo 49 de la ley 45 de 1936, 10 que da perfec­
to margen para efectuar la declaración impetrada.

"Aun cuando el presunto padre habla de la
mala conducta de la madre en la contestación a
la posición que arriba se copió, no fue esgrimida
tal cosa como defensa exceptiva dentro del juicio,
ni, mucho menos, se intentó demostrar tal cosa,
de modo que podría prescindirse del análisis de
ello, pero, sin embargo, para mayor abundamien­
to, se hacen las siguientes consideraciones:

"En el caso del numeral 49 en cita el presunto
padre puede quedar libre de la imputación de pa­
ternidad, probando por la vía exceptiva los me­
dios razonables de defensa que la ley le concede,
denominados en la legislación francesa 'fins de
non recevoir'; tales excepciones son, la ]lDluJrium·
eonstupratorum o pluríum coneumbenñum o vida
disoluta o mala conducta, la imposibilidad físíea
de tener acceso a la mujer, la impotencia eeeund!
por falta de órganos iridispensables para la gene­
ración" .

LA ACUSACION

A través de las causales primera y sexta del
artículo 520 del C. J., se postulan contra la sen­
tencia de instancia cuatro cargos. Los dos prime­
ros se estudiarán conjuntamente y, los dos últi­
mos, en la misma forma.

CAPITULO 1

"PRIMER CARGO.-La sentencia viola las dis­
posiciones sobre legítimo contradictor en juicios
de filiación, las que versan .sobre personería sus­
tantiva de la parte demandada y las que se reñe­
rena personería adjetiva que el Tribunal aplicó
indebidamente: hay en el proceso una carencia
de legitimación en causa de la parte demandada".

Se explica de la siguiente manera:

"La acción se dirigió -contra Raimundo Rivera,
quien le dió poder a un abogado (f. 21 del c. 19),
que contestó la demanda (f. 23) y siguió el jui­
cio hasta la terminación -del período de pruebas.

"Pero como Raimundo Rivera :fallecióel 15 de
U~brero de 1957 (f. 25 del c. 19), el apoderado de
los actores acompañó su partida de defunción y se
presentó al Juzgado 'para pedir al señor Juez que,
ante el fallecimiento del demandado, cuya parti­
da de defunción adjunto, les sea notüicado perso­
nalmente a los herederos la .existencia y conteni­
do del presente juicio'. Y señaló como tales a la
esposa de Raimundo Rivera, a dos hijos legí­
timós, Leonilde y Elena, y a seis hijos naturales,
Pablo, Miguel, María, Anselma y Vicenta Rivera
Rojas, y a Carmen y Virginia Rivera Alfonso, y
presentó un testamento del señor Raimundo Ri­
vera en que se les reconocía ese carácter de he­
rederos" .

"Presentados los alegatos, citadas las partes pa­
ra sentencia, estando ya al despacho del juez para
proferir el fallo, manifestó el apoderado que daba
por no presentada la solicitud de cambio de la
parte demandada. Nada se' proyeyó al respecto,
para conocimiento del demandado, y el juicio si­
guió su curso hasta su terminación.

"Fue; pues, la parte demandante la que cambió
de rumbo a la acción enderezándola, no ya contra
Raimundo Rivera, sino contra 'los herederos a los
cuales .señala . Y'como ya había pasado el término
de prueba, solicitó que se diera nuevo traslado
del libelo a los nuevos demandados, de acuerdo
con el artículo 208 del código judicial.

"Pero no se hizo la notrñcación, ni se corrió el
traslado pedido, a pesar del hecho evidente del
fallecimiento del demandado Raimundo Rivera,
hecho acreditado por el propio demandante.

"En la segunda instancia se alegó dicha caren­
cia de legitimación en causa.

Afirma el recurrente que se resolvió el caso co­
mo uno de personería adjetiva, cuando expresó
en la séntencia recurrida:

"PERSONERIA DE LASPARTES.-No existe
problema alguno en autos por lo que hace a la
personería de las partes, puesto que se trata de
una acción instaurada por dos mayores de edad
que le confieren poder, con todas las formalida­
des exigidas por la ley, a: un abogado, para que
en nombre de ellas actúe y Ha acción está. endere­
sadacontra otra persona natural, princiJl!'llllment0
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ñllU~lJ'0Sllli!ll2l. 1O1l1l ~ll mñgñ(!¡ y anunñoo Úl.Ull1llMéll1l ha ollDli'2l.oo
~li' ñ.rm~li'1lIl1l<ei!ll!'lIl i!l10 lIl.nwi!llerrllli!l1'l1l i!lle1lDñi!l1am<ell1l~<a eens­
llil(¡uníiill'lll" .

"Como se ve, encaja el problema como de per­
sonería adjetiva, posiblemente en el artículo 264
del código judicial, que dice que el mandato ju­
dicial no termina por la muerte del mandante si
ya está notificada la demanda, mientras no sea
revocado por los herederos o expire por otra cau­
sa legal".

Para el recurrente no se trata de un problema
de personería adjetiva "sino de la personería
sustantiva misma, de la carencia de Iegitimación
en causa, para el cual no puede aplicarse el pre­
cepto a que se alude.

"En efecto, los términos o resultados de la cosa
juzgada respecto de las sentencias dictadas en
juicios referentes 'al estado civil de las personas,
se producen en los términos señalados en el có­
digo civil' (artículo 475 del c. j.).

"Yen los artículos 401 a 404 del código civil
se establece que el fallo [udicial sobre legitimidad
del hijo vale 'respecto de todos' en cuanto a sus
efectos (artículo 401); que es necesario que se
haya pronunciado 'contra legítimo contradictor'
(artículo 402); que es legítimo contradictor en
la cuestión de paternidad el padre contra el hijo
lO el hijo contra el padre' (artículo 403); que los
herederos representan al contradictor legítimo
'que ha fallecido antes de la sentencia' y que 'el
fallo pronunciado a favor o en contra de cual­
quiera de ellJos, aprovecha o perjudica a los cohe­
rederos que citados no comparecieron' (artículo
404).

"Muerto el padre, la acción no expira, porque
de ella han de responder los herederos, pero es
necesario que se les eíte para que la sentencia los
afecte. Si uno solo comparece, el fallo les apro-

, vecha o perjudica la los coherederos que eñ~i!l1os

no comparecieron', pero a los que no comparecie­
ron por no haber sido citados, no puede afectar­
los favoreciéndolos o perjudicándolos un juicio
que resulta res Inter alíes aeta.

,"Así, pues, de acuerdo con los artículos 401 a
404 del código civil, la sentencia que se pronun­
cie en Juicio contra los herederos, 'tendrá el efecto
relativo de toda sentencia' y, por tanto, 'no se
extenderá en su fuerza de cosa juzgada sino so­
bre quienes hayan sido partes en la controversia,
en contraste con las que se dictaren en juicio
seguido contra el padre en persona, la que tendría
efecto 0li'glll. ijl1llJillll~ en virtud de la declaración ex-

cepcional del artículo 401' (Cas. de 1Q de octubre
de 1945, G.J. Tomo LIX p. 684). Y tal doctrina
se ha sostenido por la Corte en numerosos fallos.

"Aquí 'no se hizo la citación a los herederos; el
'apoderado no es apoderado de los herederos; la
sentencia no puede afectar a los herederos. Es
un proceso extraño a ellos, que no tiene por qué
perjudicarlos ni favorecerlos pues no se trata de
una cuestión meramente adjetiva, síno de algo
eminentemente sustantivo. 'La sentencia debe
perjudicar o aprovechar a todos los herederos
citados en el juicio', para emplear la expresión
de Fernando Vélez; luego a contrario sensu, no
puede perjudicar o aprovechar a los herederos
en este caso, pues no fueron citados en el juicio.

"Pido, pues, que se infirme el fallo acusado,
por carencia de legitimación en la causa o de per­
sonería sustantiva de la parte demandada, y, en
consecuencia, se absuelva a la parte demandada
de los cargos de la demanda".

"SEGUNDO CARGO.-En subsidio alego la nu­
lidad de lo actuado, a partir del fallecimiento del
causante, con base en la causal 6~ del artículo 520
del Código Judicial, por no haber sido citadas o
emplazadas, en la forma legal, las personas que
han debido ser llamadas al juicio. (ord. 3Q del
artículo 448 del C. J.).

"La base de esta alegación son los hechos dis­
criminados en el punto anterior, pues si el recu­
rrente apoderado tiene poder del demandado, hoy
lo tendría en representación de los herederos, que
han debido ser citados o emplazados y, no lo fue­
ron".

Dice el demandante que existe un caso seme­
jante en el articulo 1434 del Código Civil, pues,
cuando hay un título ejecutivo contra una per­
sona que falleée no puede algarse la ejecución
sin notificar a los herederos judicialmente la exis­
tencia del título, y concluye:

"A fortiori, un juicio contra una persona no
puede llevarse adelante en demanda de recono­
cimiento de paternidad natural, muerto el padre,
sin que se cite al juicio a los herederos, que ocu­
pan el lugar de aquél, para responder de sus obli­
gaciones. Dicho de otro modo, si no es lícito
seguir una ejecución, en la que ha de haber un
título ejecutivo con mérito de plena prueba, muer­
to el deudor, sin notificar a los herederos la exís­
tencia de la obligación, menos puede seguirse un
juicio, no ya breve sino ordinario, contra los re­
presentantes , del legítimo contradictor, sin saber
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ellos la existencia del juicio (artículos 475, 401
a 404, 7 a 12 de la ley 45 de 1936) >

LA CORTE CONSIDERA:

a).-La legitimación en causa o titularidad de
la relación jurídica concreta, exige que, por activa
y pasiva, las personas que figuran con calidad de
partes demuestren en el proceso la legitimidad
respectiva. El problema de quién o contra quién
se puede incoar una acción en nombre propio
pertenece particularmente al Código Civil, y; para
el caso de autos en que el pretenso hijo natural
busca la definición de su estado en una senten­
cia, la facultad para hacer valer ese derecho y
perseguirlo judicialmente, como también frente
a quien debe hacerse valer, resulta de los articu­
las 402 y 403 del código citado, que legitima al
actor y al demandado y les atribuye capacidad
jurídica haciéndolos sujetos de la relación pro­
cesal.

b).-Determinado el momento de la legitima­
ción en causa por la contestación de la demanda,
pueden ocurrir en el proceso diversos fenómenos
uno de ellos el de cambio o sustitución de partes
que se verifica, entre otros casos, por muerte de
una de ellas durante la, tramitación del negocio,
transmitiéndose a los herederos automáticamente
la situación litigiosa, de tal modo que el susti­
tuído está en el sustituto, sm operarse por eso ni
suspensión ni interrupción del procedimiento, si
quien faflece tiene constituído apoderado judicial
y radicándose en los herederos el derecho de re­
vocar el poder en virtud de que él mandato judi­
cial no termina por la muerte del mandante si la
demanda ya está notificada, como no termina por
la renuncia si no queda sustituto en reemplazo"
(C. J. 264-265). Adquirido el derecho a revocar
el mandato, el no ejercicio de esta facultad obliga
a los herederos del fallecido a las consecuencias
de -Ia sentencia respectiva.

e) .-Si legítimo contradictor es el padre' frente
al hijo y éste frente a aquél en los juicios sobre
reclamación de estado y la demanda fue notrñ­
cada al legítimo contradictor -en el caso de este
pleito al padre-, el cual constituyó apoderado ju­
dicial oportunamente, su deceso no alteró su legi­
tímación en la causa, y al deferirse la situación
procesa'! a sus herederos, éstos ocuparon eh el
litigio el lugar de aquél y estuvieron representa­
dos judicialmente por el abogado que' el causante
personó oportunamente, y cuyo mandato no re­
vocaron.

d) .-En relación con el alcance del artículo 264
del C" J., la Comisión Redactora del Código, en la
correspondiente exposición de motivos, dijo:

"Respectoa los casos en que expira el man­
dato judicial, que la ley 105' enumera en su ar­
tículo 267, hemos creído más acertado dejar que
obre la disposición general contenida en el--ar­
tículo 2189 del Código Civil y señalar en el pro­
yecto que presentamos los casos en que no expira;
o sea por muerte del mandante, a no -ser que los
herederos revoquen el poder, o fenezca por otra
causa; o por cesación de funciones' del que lo
constituyó si ha sido notificada la demanda, a
menos que finalice por otro motivo. Así se con­
sultan mejor los intereses del poderdante y la ce­
leridad de los juicios".

f). - No podría, pues, alegarse válidamente
que de acuerdo con el artículo 2189 del Código'
Civil el mandato termina con la muerte del man­
dante; porque este articulo es de carácter general
al paso que el 264 del Código Judicial es especial
para el mandato judicial y también de carácter
sustancial.

La Corte ha dicho:

" ... De la misma manera, el artículo 264 del ci­
tado Código Judicial establece, a diferencia de lo
que al respecto estatuye el CÓdIgO Civil, que el
mandato no termina con la muerte del poderdan­
te ni por la cesación de las funciones del que lo
dió como representante de una persona natural o
jurídica si ya está notificada la demanda, a no
ser que sea revocado por los herederos o por la
persona natural o jurídica a cuyo nombre sé ha­
bía conferido, o que expire el mandato por otra
causa legal" (LVIII-pág. 675).

Sería ciertamente inútil y contradictorio que la
ley previera la continuación del juicio con el apo­
derado de 'la parte fallecida y a la -vez abriera
la posibilidad de -declarar una nulidad porque el
juicio no se notificó a los herederos.

Ya en otra oportunidad, con 'motivo de haberse
alegado la misma causal 6'.' de casación con fun­
damento en el numeral 19 del artículo 448 del
Código Judicial, por cuanto no se citó al here­
dero en el juicio de filiación cuya demanda con­
testó el presunto padre, quien murió mientras se
tramitaba la primera instancia de dicho juicio,
oportunidad en que también se acudió al argu­
mento de analogía que se pretende encontrar en

Gaceta-S
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e'l artículo 1434 del Código Civil, la Corte expresó
su criterio de la siguiente manera:

"En las cuestiones sobre nulidad, en que es
preciso, como se sabe, proceder con criterio res­
tricto, sin aplicaciones extensivas ni analógicas,
la finalidad justificativa y explicativa de cada
caso autorizado de invalidación es circunstancia
de influencia decisiva en la resoludón de los pro­
blemas sobre validez de actuaciones judiciales. A
este respecto conviene recordar que la ley sólo
erige en causales de nulidad aquellas irregulari­
dades que implican el desconocimiento de las ba­
ses mismas de la organización judicial o la vio­
Iación del derecho de defensa. El caso planteado
en este recurso se vincula al último concepto,
porque aunque se hable de jurisdicción, de lo que
en realidad se trata. es de desamparo procesal de
uno de Ios litigantes por el hecho de su muerte.
No es otro el sentido y el alcance del numeral
2Q del artículo 370 del C. J., aducido como base
esencial del razonamiento del recurrente, esto es,
la necesidad de que no se prosiga un juicio. con
ausencia de una de las partes cuyos intereses
quedan absolutamente privados de asistencia y
defensa.

"De ahí por qué el fenómeno de la suspensión.
de términos a que se refiere la citada disposi­
ción no tenga lugar ni ocurra sino en el caso de
que el litigante que fallece carezca de apoderado
judicial. La ley de procedimiento civil no señala
m enumera los casos en que el mandato judicial
termina, sino los casos en que no termina, en sus
artículos 264 y 265. Esta especie de mandato, por
disposición especial y de aplicación preferente
de la ley que lo regula, no termina por la muerte
del mandante si ocurre después de notificada la
demanda, de tal modo que pasando al heredero
los efectos del contrato, tienen completo valor
contra el sucesor los actos de procedimiento eje­
cutados por el apoderado del causante o contra él
cuando la muerte de éste ocurre después de estar
trabada en firme la relación [uridrco procesal. No
se puede decir entonces que la muerte produce el
desamparo procesal del litigante, y desaparece
toda razón justificativa de la suspensión de tér­
minos. Y si los términos no se suspendieron en
este caso, se desquicia toda la argumentación del
recurso. La .causal alegada, referente a la defensa
de la parte demandada, queda así sin razón ni
principio de doctrina en qué afirmarse, porque
no ha carecido este 'litigante en ningún momento
del desarrollo procesal de apoderado, que ha pro­
ducido pruebas, alegado y tenido su. representa-

ción ininterrrumpidamente en el juicio, en forma
que no se ve qué otra pudiera haber sido la si­
tuación si no hubiera ocurrido su muerte, ya que
el demandado Pedro J. Silva, por efecto de la
reforma constitucional de 1945, no habría podido
tomar ninguna intervención persona'! en el liti-
gio "

"En reiteradas decisiones de esta Sala de Ca­
sación se ha sostenido que la causa de suspensión
relativa o especial de términos a que se refiere
el numeral 2Q del artículo 370 del C. J. debe en­
tenderse cuando el litigante que fallece no tiene
apoderado judicial, caso que hoy no puede ocurrir
sino cuando el abogado inscrito litiga en causa
propia, porque si lo tiene debe el apoderado con­
tinuar actuando en representación de los here­
deros hasta que éstos le revoquen el poder o ex­
pire por alguna causa legal, según lo dispone el
articulo 264 del Código de Procedimiento Civil".
(LXIV, pág. 749).

De todo lo dicho se· concluye que los herederos
del causante Raimundo Rivera adquirieron carác­
ter de legítimos contradictores' secundarios por
sustitución procesal de su padre, que estuvieron
debidamente representados en el JUIcio y, por
tanto, que Ios cargos estudiados no son legalmen­
te procedentes.

CAPITULO II

TERCER CARGO.-". . . .. alego -dice el re­
currente- con base en la causal primera del ar- ~

tículo 520 del Código Judicial, la violación indi­
recta del artículo 4Q' de la ley 45 de 1936, ordinal
49 , y la violación directa de los preceptos sobre
prueba testimonial, que el Tribunal no tuvo en
cuenta, pronunciando una sentencia contraria a la
evidencia procesal, como paso a demostrarlo, ci­
tando estos preceptos en su lugar ..

" 'La soberanía de los falladores de instancia' no
sirve en este caso, porque aparece de modo ma­
nifiesto, evidente, patente, que el Tribunal no hizo
análisis de la prueba testimonial, que los .testigos
no son testigos, pues no declaran sobre lo que
les consta, y que lo que afirman no prueba los
hechos que debieran probar".

Reproduce el recurrente el aparte de la senten­
cia del Tribunal. en que figuran los nombres de
los testigos, de cuyo contenido el fallador deduce
que, ,"las relaciones en cuestión fueron públicas
y notorias para los habitantes de la población en
que residieron los concubinas, sin que mediara
ninguna circunstancia que indicara que intenta-
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ran en forma alguna ocultar tal estado de cosas.
La calidad de los testigos es bien diferente y el
grado de instrucción que demuestran al emitir sus
afirmaciones también es muy distinto, lo único
que se desprende en común de todas ellas es la
espontaneidad como deponen, la razón clara y pre­
cisa que dan de su dicho y la coincidencia de to­
dos ellos en circunstancias esenciales de sus afir­
maciones" .

Para el recurrente las razones anteriores no son
convincentes, y después de afirmar que el análisis
de las declaraciones cumplido por el Tribunal es
"al por mayor", y luego de pormenorizar esas de­
claraciones, concluye de esta manera:

"Las preguntas no han de insinuar o contener
las respuestas (artículo 687 del c. j.), como aquí
sucede; el testimonio 'ha de ser responsivo, exacto
y completo y el testigo ha de dar la razón de su
dicho de manera precisa y distinta (artículo 688
ibidem); las declaraciones han de contener ex­
posiciones sobre hechos, con sus circunstancias de
modo, tiempo y lugár (artículo. 697 ibidem); el
dicho de un testigo por haberlo oído a otros, no
prueba sobre hechos (artícul~ 698 .ibidem)".

CUARTO CARGO.-Se formula por violación
indirecta del artículo 4Q, ordinal 49 de la Ley 45
de 1936 y la violación directa de los artículos 604
a 609 del Código Judicial sobre confesión.

El Tribunal para afirmar la 'permanencia de las
relaciones sexuales, tuvo en cuenta, además de la
respuesta del absolvente en posiciones, las decla­
raciones de los doce testigos aducidas por la parte
demandante.

Para impugnar esos conceptos, dice. el recu­
rrente:

"Tan vacilante quedó el Tribunal 'en su inter­
pretación, que tuvo que contemplar (sic) el in­

-dicio de la confesión con las declaraciones de los
doce testigos, cuyo nombre cita, pero cuyas decla­
raciones no analiza. -

"El Tribunal necesitó completar la prueba de
la confesión, que según elementales principios de
derecho probatorio es PLENA PRUEBA (artículo,
606 del C. J.). Y no 'paró mientes en lo que
con tanta razón se alegó en la instancia: que hay
un indicio negativo, de considerable fuerza para
la interpretación. de fa pseudoconfesión del de-

mandado, cual es la circunstancia de que el señor
Rivera SI reconoció como hijos naturales, en 1923
(varios años después de nacidos Luis Alfredo y
Rosa María Rodríguez) a María Anselma, Pablo,
Vicenta y Miguel Rivera Rojas, hijos de Mercedes
Rojas, y a María del Carmen y Ana Virginia Ri­
vera Alfonso, hijos de Pascuala Alfonso, según
copia no registrada .aportada por los propios de­
mandantes 'del testamento .otorgado en aquel año
de 1923".

LA CORTE CONSIDERA:

El error a que la demanda de casación se re­
fiere, no proviene del desconocimiento del falla­
dar sobre la existencia del medio probatorio, ni
de haber atribuido a los testigos aseveraciones
que ellos no hicieran en el proceso, sino de la
mala apreciación en derecho de la prueba testi­
monial.

Pero, como esta .mala apreciación no se pro­
duce, en tratándose de 'error de derecho en la
estimación de las pruebas, pues no está demos­
trado que el sentenciador haya infringido los
textos de carácter probatorio citados por el re­
currente, por esta razón no puede darse la viola­
ción indirecta del numeral 49, articulo 49 de. la
Ley 45 de 1936.

RESOLUCION

Por lo dicho, la Corte Suprema de Justicia
-Sala de Casación Civil- administrando justicia
en nombre de la República de Colombia y por
autoridad de 1<1 ley, NO CASA la sentencia pro­
ferida por el Tribunal de Bogotá, de fecha 20 de
febrero de 1959,' en el juicio ordinario sobre filia­
ción natural de LUIS Alfredo Rodríguez y otra
contra Raimundo Rivera. .

Costas en casación a cargo del recurrente.

Publíquese, cópiese, notifíquese, insértese en la
GACETA JUDICIAL y vuelva- el expediente al
Tribunal de origen.

Enriqu.e Coral 'Velasco. - Gustayo !Fajardo lP'in­
zón, - José J. Gómez R. - José lIITernández Ar­
beláez. - lErurique lLópez de la lP'ava. --:All"tuuo
C. lP'osada, con salvamento. - Ricardo Ramill'ez lL.,
Secretario.
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IR.esumen.-Muer~o el padre antes de haberse
dictado sentencía, en jlllicio de lii.lliaci.ón natural, ,
la Iitis debe continuar con SUS herederos a los
cuales na ney da la representaeíén den Iegítímo
contradictor, precisamente para que la senteneía
alcance los efectos buscados. l?or consíguíente es
obligatorio citados de conformidad con en artieulo
404 del COOigo Civil, a fin de que tengan conoci­
miento del litigio y se apersonen de él, si a bien
no tienen. No habiéndose hecho así en este juicio,
indudablemente se íneurrtó en la causal de lIlluni­
dad establecida en el ordinal 3Q del artículo 443

(

del Código Judicial, por falta de citación y een-
plazamtenzo lIk los herederos de! contradíetor le­
giÍíimo.

Con todo el respeto que tengo por las muy au­
torizadas opiniones de mis distinguidos colegas de
Sala, me he apartado del fallo por las razones que
expongo en este salvamento de voto:

El artículo 17 de: Código Civil consagra el prin­
cipio de la cosa juzgada, conforme al cual las
sentencias judiciales, pronunciadas en un litigio
en que se decide una pretensión, sólo tienen efec­
to entre las partes que lo han adelantado. Los
artículos 473 y 474 del Código Judicial establecen
los requisitos esenciales para que se configure' la
cosa juzgada. En otros términos, los artículos
17, 473 y 474 estatuyen el efecto relativo de las
sentencias, como norma general. Por consiguiente,
la ley debe señalar los casos en que ellas tengan
efectos absolutos, es decir, contra todos, inclusive
contra las personas que han sido extrañas al jui­
cio.

Los artículos 401, 402, 403 y 404 del C. Civil re­
gulan una excepción al artículo 17, en cuanto
reconocen efectos erga omnes a los fa' los profe­
ridos en juicios en que se controvierteIa ñlíación
legítima, ya por acciones de reconocimiento o de
impugnación, bien de la paternidad legítima, bien
de la maternidad, siempre que la sentencia se pro­
fiera dentro de las condiciones expresadas en el
artículo 401, una de las cuales es la de que se
haya pronunciado contra legítimo contradictor.

Otra excepcion se encuentra en el artículo 79
de la Ley 45 de 1936 que ordena aplicar los artícu­
los 401, 403 y 404 citados "al caso de la filiación
natural". Vale decir, que la sentencia pronuncia­
da en juicio de investigación de la paternidad na­
tural tiene efectos aún contra las personas que
no han intervenido en el litigio, cuando además
de llenarse los otros requisitos señalados en el
artículo 402 del C. Civil, se ha dictado contra le­
gítimo contradictor.

Esta ha sido la doctrina de la Corte, repetida
en varios fallos: En el de primero de octubre de
1945 dijo en el resumen de conclusiones: "Los
artículos 401 a 404 del Código Civil que no pue­
men tomarse aisladamente unos de otros, ni des­
vincularse de las acciones de impugnación de la
paternidad legítima y de la maternidad, corres­
pondientes, al padre, o a la madre, o a terceros,
según la organización que a esas acciones se les
da en el mismo estatuto, ni las acciones sobre de­
claración de la paternidad o maternidad legítima,
correspondientes al hijo, establecen legislativa­
mente el sistema de los legítimos contradictores,
cuyo objeto, es proveer, en algunos casos de esas
acciones, excepciones a la regla general de de­
recho positivo sobre. el alcance relativo de las sen­
tencias, judiciales. De consiguiente, incrustada la
acción de legítimo contradictor en las acciones so­
bre declaración de la filiación natural, creadas en
la Ley 45 de 1936, es forzoso aplicarlas en este
nuevo campo con el mismo sentido que posee en
las acciones de filiación legítima, que como se ha
visto no es de privar al hijo del derecho de recla­
mar su verdadero estado por la muerte del padre,
sino el de diferenciar los casos en que la sentencia
tiene efectos erga omnes de los en que tan sólo
tiene efectos relativos". (T. LIX, págs. 701-702).

"La pretensión de filiación puede proponerse
contra, legítimo contradictor en orden a producir
un fallo erga omnes, caso en el cual son de apli­
cación rigurosa los artículos 403 y 404 del C. C.
pero también puede plantearse contra los here­
deros del padre no como representantes del con-
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tradictor legítimo sino como simples continuado­
res de su personalidad jurídica llamados a afron­
tar todas las controversias que hubieran podido
proponerse contra el causante en orden a gene­
rar en derecho determinados efectos; este último
aspecto de la acción no conlleva la consecuencia
de generalizar los efectos de las sentencias, smo
que hace tránsito a cosa juzgada, apenas en rela­
ción con las personas que fueron partes en la li­
tis". (T- LXV pág. 752).

"Dichos preceptos legales se refieren exclusiva­
mente a los efectos de la sentencia proferida: erga
omnes si al juicio ha concurrido legítimo contra­
dictor: los ordinarios de toda sentencia en el caso
contrario". (T. LXXV, págs. 407-408).

"Los artículos 401 a 404 del C. C. se incorpora­
ron al código para regular los juicios sobre filia­
ción legitima y se aplican a la natural en virtud
del artículo 79 de la Ley 45 de 1936". (T- LXXVIII
pág. 648). '

"De manera que no se violenta ni se desvirtúa
el espíritu propio de las disposiciones legales so­
bre legítimo contradictor al entenderlas en el sen­
tido de que mientras aquel viva el ejercicio de
cualquiera' acción de legitimidad sólo puede lle­
varse a efecto con audiencia del mismo; pero una
vez muerto, entonces debe la acción. instaurarse
contra los herederos. La doctrina acabada de ex­
poner se aplica a los juicios sobre filiación natural
por mandato expreso del. artículo 79 de la Ley 45
de 1936". (T- LXXXVIII págs. 687 y 688) .

Infiérese de la doctrina sostenida por la Corte
en un lapso de más de quince años que, cuando
el juicio de filiación legítima o natural se ha
iniciado directamente contra el padre y el fallo
se produce, en vida del mismo, los efectos de la
legitimidad o de la declaración de filiación natural
valen "no sólo respecto de las personas, que han
intervenido, sino respecto de todos". (artículo 401
ibídem) .

Pero cuando el contradictor legítimo ha falle­
cido antes de la sentencia, el artículo 401 Ibídem,
le da a sus herederos la representación de él en
dicho carácter, y dispone que el fallo pronunciado
en tales condiciones "aprovecha o perjudica a los
herederos que citados no comparecieron".

Para desentrañar el alcance de esta norma, de­
be tenerse en cuenta que 1:1 pretensión de todo
actor en un juicio respaldado por la titularidad
de su derecho, busca la eficacia de la sentencia,
es decir, que ella produzca sus efectos cua.es­
quiera que sean. Este es el alcance del artículo

472 del C. Judicíal que dics: "Los funcionarios
del orden judicial al proferir sus decisiones, de­
ben tener en cuenta que el objeto de los proce­
dimientos es la efectividad de los derechos rece­
nacidos por la ley sustantiva y, por consiguiente,
con ese criterio han de interpretarse y aplicarse
las disposiciones procedimentales y las relativas
a las pruebas de los hechos que se aduzcan c~mo

fundamento del derecho".
El hijo natural que ha instaurado la acción de

investigación de la paternidad contra el legítimo
contradictor, que es el presunto padre, pretende
obtener el reconocimiento judicial de dicho estado
y las consecuencias que de él se derivan, de las
cuales la principal es la reclamación de sus dere­
chos hereditarios, que la ley 45 le reconoce hoy,
llegado el caso, en concurrencia con los hijos legí­
timos, o con los ascendientes legítimos y con el
cónyuge, y, a falta de éstos, excluye a todos los
otros herederos.

Con miras' precisamente a que el falle que de­
clara o niega la paternidad natural, en litigio se­
guido contra el mismo padre, valga no sólo res­
pecto de las personas que han intervenido en
aquel sino contra todos (artículo 401 del C. C.),
el articulo 404 ibidem, les confiere la represen­
tación del contradictor legítimo a los herederos
de éste, cuando ha fallecido antes de la senten­
cia. Es de observar que siendo personalísima la
'calidad de contradictor legítimo, excepcionalmen­
te les da la ley la representación de ella a sus
herederos, pues no se trata de la que les corres­
ponde como continuadores de la personalidad ju­
rídica del causante, supuesto en el cual la acción
de estado no conlleva las consecuencias de gene­
ralizar los efectos de la sentencia, ya que hace
tránsito a cosa juzgada apenas en relación con las
personas que fueron parte en la litis, sino de la
especial de contradictores legítimos para los efec­
tos absolutos del fallo. Pero para que la sentencia
proferida en este caso excepcional produzca los
efectos erga omnes, el citado artículo 404 añade
que el fallo pronunciado a su favor o en contra
de cualquiera de los herederos, aprovecha o per­
judica a los coherederos que citados no 'compare­
cieron.

Impone este precepto una citación personal en
el proceso a los herederos del Iegítrmo contradic- .
tor? Siendo' la citación de ellos una condición para
que la sentencia les aproveche o los perjudique,
no queda la menor duda de que la citación es
obligatoria. Aceptarlo en otra forma conduciría
a adelantar un juicio que pudiera afectarlos sin
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haberlos llamado a él de una manera expresa.

De otra parte, esta es la diferencia entre los
efectos de los juicios sobre estado civil y los pu­
ramente patrimoniales. En éstos, cuando el de­
mandado muere, pero ha venido actuando por
medio de representante judicial, fallado el nego­
cio sin que los herederos se hayan apersonado en
él, la sentencia los beneficia o los afecta, pues se­
gún el arto 264 del C. Judicial, el mandato en juicio
no termina por la muerte del mandante;si ya está
notificada la demanda mientras no sea revocada
por los herederos y expire por otra causa legal.
y es así como produce sus efectos contra los cau­
sahabientes a título universal o singular, sin que
hayan sido citados especialmente porque no hay
norma que lo prescriba. (Artículo 404 C. J.).

En cambio los efectos de la cosa juzgada de las
sentencias dictadas en juicios en que se ventilen
cuestiones relativas a la Iegitrmidad o filiación
natural del hijo, se producen en los términos se­
ñalados en el Código Civil, como lo dispone el
artículo 475 del C. Judicial, que dice: "Los efec­
tos de la cosa juzgada respecto de las sentencias
dictadas en juicios en que se ventilen cuestiones
relativas al estado-civil de las personas, se pro­
ducen en los términos señalados en el Código Ci­
vil". Es decir, que son de aplicación los artículos
401 a 404 de dicho código, los cuales, según queda
dicho, establecen las condiciones para que las sen­
tencias en tales juicios produzcan efectos abso­
lutos. Y si para ei caso que se contempla, el
artículo 404 impone la citación de los herederos
como representantes del legítimo contradictor
muerto en el curso del juicio, esa citación o lla­
mamiento debe notificarse en forma personal o
llegado el caso, por edicto, de conformidad con
lo preceptuado por los artículos 307 y 317 del
Código Judicial.

Podría pensarse que el artículo 264 del C. J.
de aplicación hoy en todos los juicios por con­
secuencia de la ley reglamentaria de la profesión
de abogado que no permite comparecer en causa
propia o ajena si no se es abogado inscrito, haya
derogado el articulo 404 del C. CiVIl, por cuanto
las partes en el litigio, si no son abogados inscri­
tos, tienen siempre un representante judicial 'que,
al fallecer el legitimo contradictor, representa a
sus herederos. Tal derogatoria no cabe, porque
los artículos 401 a 404 constituyen una excepción
al artículo 17 que gobierna los efectos de cosa [uz-

gada de las sentencias distintas a las de estado
civil, por consiguiente su aplicación es de estricta
interpretación, y su 'derogatoria tiene que ser
expresa o tácita cuando la ley nueva no pueda
conciliarse con la ley anterior.

y no se ve la inconciliabilidad, ya que el es­
tar los herederos del contradictor legitimo repre­
sentados tácitamente por el apoderado de aquel
en razón de haber muerto antes de preferirse el
fallo, no se opone a que sean citados personal­
mente en la forma preceptuada por el Código de
Procedimiento Civil, para que el fallo los pueda
vincular.

Además es el mismo Código JUdicial en el ar­
tículo 475 el que subordina los efectos de la cosa
juzgada de las sentencias dictadas en juicios en
que se ventilen cuestiones relativas al estado civil
de las personas, a los términos del Código Civil,
esto es, a los artículos arriba citados, que son los
que se apartan de lo preceptuado en las normas
17 ibidem, 473 y 414 del Código Judicial, refe­
rentes a la cosa juzgada de los fallos pronunciados
en otros juicios.

La Corte en la sentencia de primero de octubre
de 1945 dijo sobre este punto: "Demandado en
vida el padre, la sentencia se profiere entre los
legítimos contradictores: el hijo contra el padre,
según el pensamiento normativo del articulo 402.
Pero si durante la secuela del juicio muere el pa­
dre, sus herederos lo representan como contradic­
tores legítimos según el artículo 404; y el fallo
pronunciado a favor o en contra de. cualquiera de
ellos, aprovecha o perjudica a los coherederos,
que; CITADOS (mayúsculas del fallo) no compa­
recieron. Luego a los herederos que no fueron
citados, tampoco les perjudica el fallo...·. Igual
fenómeno acontece en la acción de declaración de
paternidad natural instituída en la ley 45 de 1936.
Complementada esa acción con la institución del
legítimo contradictor aplicable por mandato del
artículo 7Q de la ley, a los fallos que le pongan
término a las investigaciones de esa paternidad,
se concluye que, demandado el pretenso padre en
vida, la sentencia dictada con audiencia del le­
gítimo contradictor tiene efectos contra todos,
auncuando muera durante el seguimiento del pro­
ceso, pues en tal caso, citados todos los herede­
ros, opera el artículo 404". (T- LIX pág. 693).

En apoyo de la necesidad que hay de citar a los
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herederos del legítimo contradictor muerto du­
rante la secuela del juicio, en el comentario al
artículo 318 del Código Chileno, que es el 401
del Colombiano, Claro Solar dice: "Supone la ley
que durante la secuela del JUIcio fallece ei legíti­
mo contradictor que lo había iniciado y seguia y
en tal caso admite que los herederos que no han
podido sucederle en una calidad personal que so­
lamente él tenia, lo representen para obtener que
se dicte la· sentencia; pero esta representación
corresponde a todos ellos en conjunto y les co­
rresponde en virtud del interés pecuniario que va
a ser una consecuencia de la litis. Por consiguien­
te cada uno de estos herederos no es legítimo con­
tradictor, sino que todos ellos representan al
contradictor legítimo que fallece durante el juicio
y deben comparecer o ser citados al juicio, como
tales representantes para que la sentencia pueda
afectarles". (T. IV, pág. 127, tercera edición).

Somarriva Undurraga en el capítulo de Las
Particularidades de los Fallos en Materia de Es­
tado Civil, sobre el mismo artículo del código civil
chileno, dice: "Puede acontecer que el padre, la
madre, el hijo fallezcan durante el juicio. En este
evento los herederos representan al contradictor
legítimo que ha fallecido antes de la sentencia
(artículo 318». Para los 7fectos de continuar el
juicio es necesario citar a los herederos. Llenado
este trámite el pleito sigue tramitándose con los
herederos que se apersonen en él y en rebeldía
de los demás. Pero si se omite citar a algún he­
redero, entonces el fallo que se dicte no afecta al
heredero omitido quien puede renovar el juicio:
así lo ha resuelto la Corte Suprema". (Derecho
de Familia 1946- pág. 489).

Fernando Fueyo Laneri en su obra Derecho Ci­
vil en el tratado sobre Derecho de Familia, a pro­
pósito del estudio de los requisitos legales para
que las sentencias en materia de estado civil pro­
duzcan efectos absolutos, expresa: "Si en el trans­
curso del pleito, mueren el padre, la madre o el
hijo, pasan a ser legítimos contradictores sus res­
pectivos herederos -previa citación al plerto->.
De todos modos el fallo afeétará a quienes debi­
damente citados, no comparecieron", (T-IV pág.
527). '

D. Fernado Vélez dice: "El precepto del 404 es
confirmación de la regla general de que el dere- .
cho de una. persona iniciado por ésta, pasa a sus
herederos que entran a representarla para los

efectos legales. De ahí que los herederos repre­
sentan al contradictor legítimo que ha fallecido
antes de la sentencia dictada en juicio establecido
por él. La sentencia debe perjudicar o aprovechar
a todos los herederos citados en el juicio, aunque
no comparezcan en éste, porque se trata de un
asunto indivisib.e, pues sería absurdo que el in­
dividuo a quien se refiere el juicio, fuese con­
siderado en parte Iegítrmo y en parte ilegítimo,
según que los herederos hubiesen intervenido o
no en el litigio". (T. H, pág. 31).

Champeau y Uribe dicen: "Si ambos padres o
uno de ellos falleciere antes de la sentencia,
en tal caso se aplicará lo que se dispone en la
parte final del artículo 404. Los herederos re­
presentan al contradictor legítimo que ha falle­
eido antes de la sentencia; y el fallo pronunciado
a favor o en contra de cualquiera de ellos, apro­
vecha o perjudica a los coherederos que citados,
no comparecieron".

Dedúcese de todo lo. expuesto que, muerto el
padre antes de haberse dictado sentencia, en jui­
cio de filiación natural seguido contra él, la litis
debe continuar con sus herederos a los cuales la
ley les da la representación del legítimo contra­
dictor, precisamente para que la sentencia alcance
los efectos buscados. Por consiguiente, es obliga­
torio citarlos de conformidad con 10 dispuesto en
el ar-ticulo 404 tantas veces aludido, es decir, dar­
les cuenta del juicio personalmente o en la forma
prevista en el Código Judicial, a fin de que ten­
gan conocimiento del htigio y se apersonen de él,
si a bien lo tienen.

No habiéndolo hecho así en este juicio, no obs­
tante que el apoderado de los demandantes Ro­
dríguez acompañó la prueba de la muerte del
presunto padre natural, Raimundo Rivera, y del
testamento en que obra la institución de sus he­
rederos, a quienes pidió se les hiciera saber el
curso del juicio, mdudablemente se incurrió en
la causal de nulidad por falta de citación y em­
plazamiento en forma legal de los herederos del
contradictor legítimo que han debido ser citados
al juicio. (Artículo 448-3~-C.J.).

y esta nulidad corresponde alegarla al apode­
rado que recibió la representación de Rivera, por­
que, teniendo desde la muerte de é~te, la procu­
ración tácita de los herederos, que no excusa de
la citación per-sonal delos mismos, está capacitado
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para invocar todas las medidas defensivas de sus
representantes, entre las cuales indudablemente
está la de alegar en casación la nulidad a que se
refiere el cargo. En esta forma se cumple la exi­
gencia de que la nulidad se invoque por las per­
sonas que han debido ser llamadas al juicio.

Esta nulidad, en mi opinión, debía declararse
por la Corte, previa casación del fallo del Tribu­
nal, para que, subsanada, la nueva sentencia vin-

culara a los herederos debidamente citados, y no
quedara la que no se casa, sometida a la excep­
ción o a la acción de nulidad consagradas en el
artículo 457 del C. J. en favor de los herederos
de Raimundo Rivera que debiendo ser citados ex­
presamente al juicio, no lo fueron.

Fecha ut-supra.


